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CERTIFICACIÓN
En veintitrés de julio de dos mil veintiséis, el 

suscrito Secretario HACE CONSTAR: Que el juicio de 
amparo 842/2026-IV, se encuentra integrado y apto para 
celebrar la audiencia constitucional en términos del 
artículo 124 de la Ley de Amparo, al verificarse lo 
siguiente: 

1. Se encuentran emplazadas todas las partes. 
2. Se cuenta con las constancias necesarias 

para el dictado de la sentencia.
3. Se hace constar que no se ha presentado 

alguna persona que quisiera ingresar al edificio para 
estar presente en la audiencia del presente juicio. 

4. No existen pruebas pendientes de admitir o 
desahogar. 

5. Transcurrió el término a que refiere el artículo 
117 de la Ley de Amparo respecto del(los) informe(s) 
justificado(s). 

6. Del(los) informe(s) recibido(s) no se advierte 
participación de autoridad diversa a la(s) designada(s) 
como responsable(s) y que no se hubiere requerido al 
quejoso por su señalamiento.

7. No existe plazo o término otorgado a las 
partes pendiente de transcurrir para cumplir algún 
requerimiento.

8. La parte quejosa, no manifestó imposibilidad 
alguna para imponerse del contenido del(los) informe(s) 
y/o anexo(s). 

9. No obra reserva pendiente de proveer. 
10. No existe recurso interpuesto pendiente de 

integrar o remitir al Tribunal Colegiado que corresponda, 
cuya resolución modifique la sentencia que se dicte. 

11. No existen derechos de niñas, niños o 
adolescentes involucrados.

12. No existe tercero interesado.
13. El quejoso no se ostenta tercero extraño.
14. El quejoso no alega violación al derecho de 

audiencia.
15. De las constancias que obran en autos no 

existe ninguna notificación con la que se le deba dar 
vista para ampliar a la parte quejosa.

16. Conforme al artículo 115 de la Ley de 
Amparo, reformado mediante Decreto publicado el 
dieciséis de octubre de dos mil veinticinco en el Diario 

SECCIÓN DE 
AMPARO
Juicio de 
amparo

842/2026-IV
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Oficial de la Federación1, he verificado que el presente 
expediente está integrado debidamente.

Lo que se certifica para constancia legal. 

En San Luis Potosí capital, veintitrés de julio de 
dos mil veintiséis. Doy fe. 

Lic. Diego Alonso Ávila Veyna
Secretario del Juzgado

En la ciudad de San Luis Potosí, San Luis 

Potosí, a las trece horas con veinte minutos del 
veintitrés de julio de dos mil veintiséis, hora y fecha 

señaladas para la celebración de la audiencia 

constitucional, la licenciada Aracely del Rocío 
Hernández Castillo Juez Sexto de Distrito en el Estado, 

asistida del licenciado Diego Alonso Ávila Veyna, 

Secretario que autoriza y da fe, la declara abierta sin la 

asistencia de las partes. 

Acto continuo, el Secretario hace relación de las 

constancias que obran en autos, entre las que se 

encuentran el escrito inicial de demanda, el auto por el 

que se admitió a trámite la demanda de amparo y los 

informes justificados rendidos por las autoridades 

responsables.

En este acto se hace constar que el Agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito a este 

Juzgado no formuló pedimento. 

A lo anterior, la Juez acuerda: téngase hecha 

la relación de constancias.

1 Las personas servidoras públicas serán responsables de verificar que 
los expedientes estén integrados debidamente con antelación a la celebración 
de la audiencia constitucional.
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Abierto el periodo probatorio, con 

fundamento en el artículo 119 de la Ley de Amparo, se 

tienen como pruebas documentales de las partes las que 

ofrecieron en el presente juicio, sin que haya necesidad 

de relacionarlas en este acto.

Apoya lo anterior la tesis sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en la página 185, tomo IV, Primera 

Parte, Julio a Diciembre de 1989, Octava Época, del 

Semanario Judicial de la Federación, que a la letra dice: 

“PRUEBAS DOCUMENTALES. SU RELACIÓN 
EN LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. Para dar 
cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 151, primer 
párrafo de la Ley de Amparo, es suficiente que en el acta 
de la audiencia se señale que se dio lectura a las 
constancias que obran en autos, para que se entienda 
que las documentales han quedado relacionadas y 
recibidas en ese acto, sin que sea necesario que se 
haga mención expresa de cada una de ellas.”.

Probanzas que se desahogan por su propia y 

especial naturaleza, las cuales serán tomadas en 

consideración al momento de dictar la resolución; por lo 

que al no haber diversas pruebas ofrecidas por las 

partes ni pendientes de desahogo, se cierra el periodo 
probatorio.

Acto continuo, se abre el periodo de alegatos, 
en el que se hace constar que no los formularon las 

partes, por lo tanto, se declara cerrada dicha etapa. 
Con lo anterior, se da por concluida la audiencia 

y se declaran vistos los autos para dictar resolución.

V I S T O S para resolver los autos del juicio de 

amparo 842/2026-IV.
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R E S U L T A N D O

PRIMERO. Presentación de la demanda. 

Mediante escrito presentado vía electrónica el 

tres de junio de dos mil veintiséis,  **** ** ***** 

******** *****, por derecho propio, solicitó el amparo y 

protección de la Justicia Federal contra las autoridades y 

por los actos reclamados siguientes:

“III. LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES.

a. H. Congreso del Estado de San Luis 
Potosí

b. Gobernador Constitucional del Estado 
de San Luis Potosí

IV. LOS ACTOS RECLAMADOS. Los 
actos y omisiones que reclamo de todas y cada 
una de las autoridades enunciadas con 
anterioridad, son:

a. H. Congreso del Estado de San Luis 
Potosí:

a.1. Discusión, aprobación y expedición de 
la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis 
Potosí, en lo que se refiere al contenido de los 
artículos 40, fracción I, inciso a), 49 y 93

a.2. De igual forma se reclama los actos 
administrativos consistentes en el cobro de los 
derechos que en esta vía se impugnan.

b. Gobernador Constitucional del 
Estado de San Luis Potosí:

b.1. Promulgación y publicación de la Ley 
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de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, 
en lo que se refiere al contenido de los artículos 
40, fracción I, inciso a), 49 y 93.

b.2. De igual forma se reclama los actos 
administrativos consistentes en el cobro de los 
derechos que en esta vía se impugnan.”.

La parte quejosa narró los antecedentes de los 

actos reclamados; señaló como derechos violados los 

contenidos en los artículos 1º y 31, fracción V, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 

formuló los conceptos de violación que estimó 

conducentes.

SEGUNDO. Trámite.

Por razón de turno, la citada demanda 

correspondió conocer a este Juzgado de Distrito, mismo 

que, en auto de cinco de junio de dos mil veintiséis la 

registró con el número 842/2026-IV y la admitió a trámite; 

se requirió a las autoridades señaladas como 

responsables sus informes justificados; se dio al Agente 

del Ministerio Público de la Federación adscrito la 

intervención que le corresponde; y, se fijó día y hora para 

la celebración de la audiencia constitucional, la cual tuvo 

verificativo al tenor del acta que antecede; y, 

C O N S I D E R A N D O
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PRIMERO. Competencia.

Este Juzgado de Distrito es competente para 

conocer y resolver el presente juicio de amparo, con 

apoyo en los artículos 103, fracción I y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

1°, fracción I, 33, fracción IV, 35 y 37, párrafo tercero, de 

la Ley de Amparo; 49, 124 y 125 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación; así como los puntos 

primero, fracción I, segundo, fracción I, numeral 3, y 

cuarto, fracción I, del Acuerdo General 3/2013 del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 

determinación del número y límites territoriales de los 

circuitos en que se divide la República Mexicana; y al 

número, a la jurisdicción territorial y especialización por 

materia de los Tribunales Colegiados y Unitarios de 

Circuito y de los Juzgados de Distrito.

SEGUNDO. Precisión de los actos 
reclamados.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 

74, fracción I, de la Ley de Amparo, la sentencia debe 

contener la fijación clara y precisa del acto reclamado.

En el caso, del análisis integral de la demanda 

de amparo, así como de la totalidad de las constancias 

D
IE

G
O

 A
L

O
N

SO
 A

V
IL

A
 V

E
Y

N
A

706a6620636a663300000000000000000001864d
17/05/29 12:00:46

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



7



que obran en el expediente, se advierte que la parte 

quejosa reclama en forma destacada:

Del Congreso y Gobernador Constitucional, 
ambos de esta Entidad Federativa, en el ámbito de 
sus respectivas atribuciones:

1. La discusión, aprobación, promulgación y 

expedición de la Ley de Hacienda para el Estado de San 

Luis Potosí, en concreto los artículos 40 fracción I, inciso 

a), 49 y 93, con motivo del primer acto de aplicación 

relativo al cobro de derechos previstos en dichos 

numerales.

2. El cobro de los derechos consignados en el 

comprobante de pago con folio  *****, de dieciocho de 

mayo de dos mil veintiséis, con los conceptos: 

“INSCRIPCIÓN REGISTRO PÚBLICO SOBRE 

COMPRAVENTA  **** *****   ********** ” y 

“INSCRIPCIÓN REGISTRO PÚBLICO SOBRE 

CRÉDITO **** ***** **********”, por las cantidades 

de $********* *********** *** ******* ********* ***** 

****** ****** ********* * ********** 
********** *** *********** ******* * ***** ***** ****** ****** 

*********, respectivamente, (sumando un total de 

********** ******** * **** *** 
*********** ******* * ***** ***** ****** ****** *********.
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TERCERO. Inexistencia de los actos 
reclamados.

La autoridad responsable Gobernador 
Constitucional del Estado de San Luis Potosí, al 

rendir su informe justificado a través de la Directora 

Jurídica Contenciosa de la Dirección General de Asuntos 

Jurídicos de la Secretaría General de Gobierno, negó la 

existencia del acto reclamado consistente en el cobro de 

los derechos consignados en el comprobantes de pago 

con folio  *****, de dieciocho de mayo de dos mil 

veintiséis, sin que tal negativa se encuentre desvirtuada 

en autos con prueba alguna en contrario; por tanto, lo 

procedente es sobreseer en el presente juicio por lo que 

a dicha autoridad y acto en concreto se refiere.

El artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo, 

establece:

“Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio 
de amparo procede cuando: 

(...)

IV. De las constancias de autos apareciere 
claramente demostrado que no existe el acto 
reclamado, o cuando no se probare su 
existencia en la audiencia constitucional.”

La citada hipótesis normativa hace referencia a 

dos supuestos de sobreseimiento, a saber:
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a) Cuando de las constancias de autos 

apareciere claramente que no existe el acto reclamado; y

b) Cuando no se probare por la parte quejosa, 

su existencia.

Como se señaló, la autoridad responsable 

Gobernador Constitucional del Estado de San Luis 
Potosí, en su informe manifestó que no es cierto el acto 

que se le reclama, relativo al cobro de los derechos 
consignados en el comprobante de pago con *****, 
de dieciocho de mayo de dos mil veintiséis, al no tener 

dicha autoridad la facultad para llevar a cabo la acción 

de cobro.

Siendo preciso señalar que, tal como lo 

menciona la responsable en su informe de ley, la 

ejecución o cobro que se le reclama, efectivamente no 

se encuentra dentro de las facultades, pues para ello, se 

cuenta con la Dirección de Recaudación y Política Fiscal 

dependiente de la Dirección General de Ingresos de la 

Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San 

Luis Potosí, que es la autoridad exactora que realiza las 

funciones específicas de recaudación y a quien, en su 

momento, habrá de requerirse en términos de lo 

dispuesto en el numeral 197 de la Ley de Amparo.
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De ahí que, por lo que se refiere a la autoridad 

Gobernador Constitucional del Estado y acto en 

concreto consistente en el cobro reclamado, se 

actualiza la hipótesis a que se refiere el artículo 63, 

fracción IV, de la Ley de Amparo.

Por lo expuesto, en términos del citado 

numeral, es procedente decretar el sobreseimiento en 
el presente juicio de amparo, por lo que a dicha 

autoridad y acto en concreto se refiere.

CUARTO. Certeza de los actos reclamados.

Son ciertos los actos reclamados al Congreso 
y Gobernador Constitucional, ambos del Estado, 

consistentes, en la discusión, aprobación y promulgación 

de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis 

Potosí, en concreto los artículos 40 fracción I, inciso a), 

49 y 93.

Aunado a que, el tener o no como ciertas las 

conductas atribuidas, materialmente legislativas, no 

depende únicamente de lo manifestado en los informes 

justificados rendidos por las autoridades responsables, 

ya que corresponde al juzgador pronunciarse al respecto 

y cerciorarse de su existencia, aplicando el principio 

jurídico relativo a que el derecho no es objeto de prueba 
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y el artículo 88 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo.

Al respecto, es aplicable la tesis sustentada por 

el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación2, 

del rubro: “LEYES. NO SON OBJETO DE PRUEBA.”

Asimismo, es cierto el acto de aplicación de la 

norma reclamada, consistente en el recibo con folio 

*****, de dieciocho de mayo de dos mil veintiséis, que 

exhibió la quejosa como anexo a su demanda de 

amparo.

QUINTO. Causas de improcedencia. 

Atento a la técnica que rige el juicio 

constitucional, previamente al estudio de los conceptos 

de violación, deben analizarse las causas de 

improcedencia del juicio de amparo que hagan valer las 

partes, o de oficio, por ser ello una cuestión de orden 

público, cuyo análisis es preferente, conforme a lo 

dispuesto por el artículo 62 de la Ley de Amparo. 

Causas de improcedencia infundadas.

2 visible en la página 15 del Tomo 65, Primera Parte, Séptima Época del 
Semanario Judicial de la Federación
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El Congreso del Estado, por conducto de su 

Coordinador de Asuntos Jurídicos, refiere que en 

términos de lo dispuesto por la fracción XIII, del artículo 

61, de la Ley de Amparo, se actualiza la causa de 

improcedencia consistente en que el juicio de amparo es 

improcedente contra actos consentidos expresamente o 

por manifestaciones de voluntad que entrañen ese 

consentimiento.

Sin embargo, no expone argumento alguno 

tendente a demostrar por qué razón, motivo o 

circunstancias se actualiza la citada causa de 

improcedencia; en virtud de lo cual, debe declararse 

infundada tal causal.

Por otra parte, la autoridad responsable 

Gobernador Constitucional del Estado de San Luis 
Potosí, al rendir su informe justificado a través de la 

Directora Jurídica Contenciosa de la Dirección General 

de Asuntos Jurídicos de la Secretaría General de 

Gobierno, señaló que a su consideración, se actualiza la 

causa de improcedencia prevista en la fracción XXIII, del 

artículo 61, en relación con el numeral 108, fracciones III 

y VIII, todos de la Ley de Amparo, ya que la parte 

quejosa no impugna la promulgación de la ley que 

reclama por vicios propios. 

Sin embargo, es infundada la causa de 

improcedencia planteada, pues en términos del artículo 
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108, fracción III, de la Ley de Amparo,3 en los juicios 

promovidos contra normas generales debe señalarse 

como autoridad responsable a quien intervino en su 
promulgación, con independencia de que no se le 

atribuyan vicios propios a dicho acto; y conforme al 

artículo 80, fracción II, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,4 

corresponde al Gobernador del Estado promulgar y 

ejecutar las leyes expedidas por el Congreso local.

Por tanto, se desestima dicha la causal.

Causa de improcedencia actualizada.

En el caso, el Gobernador del Estado de San 

Luis Potosí, a través de la Dirección General de Asuntos 

3 Artículo 108. La demanda de amparo indirecto deberá formularse por 
escrito o por medios electrónicos en los casos que la ley lo autorice, en la que 
se expresará: 

(…) 
III. La autoridad o autoridades responsables. En caso de que se 

impugnen normas generales, la persona quejosa deberá señalar a los 
titulares de los órganos de Estado a los que la ley encomiende su 
promulgación. En el caso de las autoridades que hubieren intervenido en el 
refrendo del decreto promulgatorio de la ley o en su publicación, la persona 
quejosa deberá señalarlas con el carácter de autoridades responsables, 
únicamente cuando impugne sus actos por vicios propios;

4 ARTÍCULO 80.- Son atribuciones del Gobernador del Estado las 
siguientes: 

(…) 
II. Promulgar y publicar en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San 

Luis”, las leyes, decretos, y acuerdos que expida el Congreso del Estado, 
proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia. El Gobernador 
del Estado podrá ejercer su facultad de veto ante el Poder Legislativo del 
Estado dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en el que haya 
recibido la ley, decreto o acuerdo. Pasado el término señalado, si el Ejecutivo 
no tuviere observaciones que hacer, o transcurrido el plazo sin haberlas hecho, 
lo publicará dentro de los treinta días naturales siguientes. En caso de que el 
Gobernador del Estado no cumpliera con esta obligación, la ley, decreto, o 
acuerdo, se tendrá por sancionado y, el Congreso del Estado deberá ordenar su 
publicación;
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Jurídicos de la Secretaría General de Gobierno, aduce 

que se actualiza la causa de improcedencia prevista en 

la fracción XXIII, del artículo 61, en relación con el 

numeral 108, fracciones III y VIII, todos de la Ley de 

Amparo, ya que la parte quejosa no impugna la 

publicación de la ley que reclama por vicios propios. 

En la especie, esta juzgadora conviene con 

dicha autoridad; para sustentar lo anterior, es menester 

tomar en consideración lo establecido por los artículos 

61, fracción XXIII, y 108, fracciones III y VIII, de la Ley de 

Amparo, mismos que disponen: 

“ARTÍCULO 61. El juicio de amparo es 
improcedente: 

[…] XXIII. En los demás casos en que la 
improcedencia resulte de alguna disposición de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, o de esta Ley”. 

“ARTÍCULO 108. La demanda de amparo 
indirecto deberá formularse por escrito o por 
medios electrónicos en los casos que la ley lo 
autorice, en la que se expresará: 

[…] III. La autoridad o autoridades 
responsables. En caso de que se impugnen 
normas generales, el quejoso deberá señalar a 
los titulares de los órganos de Estado a los que 
la ley encomiende su promulgación. En el caso 
de las autoridades que hubieren intervenido en 
el refrendo del decreto promulgatorio de la ley o 
en su publicación, el quejoso deberá señalarlas 
con el carácter de autoridades responsables, 
únicamente cuando impugne sus actos por 
vicios propios; 

[…] 
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VIII. Los conceptos de violación. […]” 

De acuerdo con los numerales citados, cuando 

en el juicio de amparo el quejoso impugne alguna ley o 

disposición de carácter general, sólo podrán señalarse 

como autoridades responsables a aquellas que hubieren 

intervenido en la orden de refrendo y en su publicación, 

cuando se reclamen dichas actuaciones por vicios 

propios; es decir, que la parte quejosa se duela de que 

en los procedimientos relativos al refrendo y a la 

publicación de la norma impugnada, las autoridades 

responsables incurrieron en vicios imputables a ellas y 

no únicamente se duela, por ejemplo, de la 

inconstitucionalidad de la norma misma. 

En el caso, como se precisó en el considerando 

segundo que antecede, la parte peticionaria del amparo 

señaló como autoridades responsables al Congreso y 

Gobernador, ambas del Estado de San Luis Potosí, de 

quienes reclamó, en el ámbito de respectivas 

competencias, la discusión, aprobación, expedición, 

promulgación y publicación de la Ley de Hacienda para 

el Estado de San Luis Potosí, en específico los artículos 

40, fracción I, inciso a), 49 y 93 de dicha ley.

 Ahora bien, de conformidad con el artículo 80, 

fracción II, Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de San Luis Potosí, las atribuciones del 

Gobernador en el proceso legislativo son la 

promulgación y publicación de la legislación reclamada. 
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Empero, el señalamiento relativo a la 

publicación, la parte quejosa no lo reclamó por vicios 

propios, sino que únicamente hizo valer la 

inconstitucionalidad de la norma por aspectos de fondo y 

no de forma. 

Por tanto, al actualizarse la referida hipótesis 

normativa, de que el señalamiento de los referidos actos 

no se hizo por vicios propios, procede sobreseer en el 

juicio, respecto del acto que la parte quejosa reclama de 

la autoridad responsable Gobernador del Estado de San 

Luis Potosí, relativo a la publicación de la Ley de 

Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, en 

específico los artículos 40, fracción I, inciso a), 49 y 93 

de dicha ley, en términos de lo dispuesto en el artículo 

63, fracción V, de la Ley de Amparo. 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis PC.I.A. J/49 

A (10a.) emitida por el Pleno en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, que dice: 

“AMPARO CONTRA NORMAS 
GENERALES. ES IMPROCEDENTE CUANDO 
EL QUEJOSO IMPUGNA EL REFRENDO Y 
LA PUBLICACIÓN DE AQUÉLLAS, PERO NO 
POR VICIOS PROPIOS. Si el quejoso no 
combate por vicios propios los actos de 
refrendo y publicación de una norma general, 
de modo que omite exponer conceptos de 
violación y no hay causa de pedir suficiente 
para destruir la pretensión de su 
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constitucionalidad, y sin que se advierta que 
proceda la suplencia de la queja deficiente, 
específicamente por una cuestión de 
constitucionalidad formal de esos actos, 
procede decretar la improcedencia del juicio en 
términos del artículo 61, fracción XXIII, en 
relación con el 108, fracciones III y VIII, ambos 
de la Ley de Amparo.”. 

Asimismo, apoya a lo anterior la tesis PC.III.A. 

J/70 A (10a.)10 emitida por el Pleno en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO CONTRA NORMAS 
GENERALES. CUANDO EL QUEJOSO OMITA 
SEÑALAR COMO AUTORIDAD 
RESPONSABLE AL TITULAR DEL ÓRGANO 
DE ESTADO QUE PROMULGÓ EL DECRETO 
LEGISLATIVO RECLAMADO, AUNQUE NO 
SE IMPUGNE ESE ACTO POR VICIOS 
PROPIOS, SE ACTUALIZA LA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA DEL ARTÍCULO 61, 
FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL 
DIVERSO 108, FRACCIÓN III, AMBOS DE LA 
LEY DE AMPARO. El artículo 108, fracción III, 
de la Ley de Amparo dispone que en la 
demanda de amparo debe expresarse la 
autoridad o autoridades responsables y que, en 
caso de que se impugnen normas generales, el 
quejoso debe señalar a los titulares de los 
órganos de Estado a quienes la ley encomiende 
su promulgación. Asimismo, establece que no 
debe llamarse a juicio a las autoridades que 
intervinieron en el refrendo o publicación del 
decreto promulgatorio de la norma si no se 
impugnan sus actos por vicios propios; no 
obstante, esta última excepción no se previó 
tratándose de la autoridad que promulgó la ley, 
pues de la evolución de dicha disposición 
normativa desde la Ley de Amparo abrogada, 
se advierte que el legislador consideró 
insoslayable que tratándose del amparo contra 
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normas generales se llame a la autoridad que 
promulgó la ley, lo que además encuentra 
sentido si se tiene en cuenta que la 
participación del titular del Poder Ejecutivo, ya 
sea local o federal, no es de simple trámite, sino 
que incide de manera importante en el proceso 
legislativo, pues con la promulgación de la ley 
se hace ejecutable y adquiere valor imperativo, 
carácter que no tenía antes de pasar de la 
jurisdicción del Congreso a la del Ejecutivo. En 
estas condiciones, es indispensable que en el 
amparo contra normas generales se señale 
como autoridad responsable al órgano 
promulgador, con independencia de que se 
reclamen o no vicios propios al acto 
promulgatorio, condicionante que únicamente 
debe entenderse dirigida a los actos de las 
autoridades encargadas de su refrendo y 
publicación, como así se advierte de la iniciativa 
del proyecto de la Ley de Amparo vigente; 
además de que esa autoridad está facultada 
para hacer valer los medios de defensa 
previstos en la ley de la materia. Por tanto, si en 
un amparo contra normas generales el 
promovente decide no señalar como autoridad 
responsable al titular del órgano de Estado 
encargado de la promulgación del decreto 
impugnado, no obstante que el juzgador de 
amparo lo requirió para tal efecto, con el 
apercibimiento de que en caso de no hacerlo 
provocaría la improcedencia de la acción 
constitucional, es claro que se actualiza la 
causal de improcedencia derivada de la 
interpretación conjunta del artículo 61, fracción 
XXIII, en relación con el diverso 108, fracción 
III, ambos de la Ley de Amparo.”.

Al no existir diversa motivo de improcedencia 

por analizar, al no ser invocada otra por las partes, ni 

advertirse alguna que amerite su estudio en forma 

oficiosa, se procede al estudio del problema de fondo, a 

la luz de los conceptos de violación.
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SEXTO. Transcripción innecesaria de 
conceptos de violación.

Es innecesario transcribir los conceptos de 

violación, acorde con la jurisprudencia 2a./J. 58/2010, del 

rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN.”5

SÉPTIMO. Consideración previa de 
procedencia del juicio de amparo indirecto respecto 
del acto de aplicación.

A manera de preámbulo al estudio de los 

conceptos de violación, cabe precisar que el juicio de 

amparo tramitado contra leyes en vía indirecta encuentra 

sustento en la fracción VII del artículo 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 

en el diverso 107, fracción I, de la Ley de Amparo, el cual 

reitera y amplía la primera disposición y que establece lo 

siguiente:

“...Artículo 107. El amparo indirecto 
procede:

5 Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 
en la página 830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta.
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I. Contra normas generales que por su sola 
entrada en vigor o con motivo del primer acto 
de su aplicación causen perjuicio al quejoso.

Para los efectos de esta ley, se entiende 
por normas generales, entre otras, las 
siguientes:

a) Los tratados internacionales aprobados 
en los términos previstos en el artículo 133 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; salvo aquellas disposiciones en que 
tales tratado reconozcan derechos humanos.

b) Leyes federales.

c) Las constituciones de los estados y el 
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal;

d) Las leyes de los estados y del Distrito 
Federal;

e) Los reglamentos federales;

f) Los reglamentos locales; y

g) Los decretos, acuerdos y todo tipo de

resoluciones de observancia general...”

Es dable precisar que la procedencia del juicio 

de amparo no es irrestricta en tratándose del primer acto 

de aplicación, sino que deben observarse ciertas reglas y 

principios fundamentales sobre los cuales ha sido 

estructurado el juicio de amparo.

Con base en ello, por razón de técnica se debe 

analizar, en principio, si el juicio de amparo resulta 

procedente en cuanto al acto de aplicación impugnado; 

es decir, si constituye el primero que concrete en 

perjuicio del peticionario constitucional la hipótesis 
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jurídica controvertida, y si en relación con él se actualiza 

una causa de improcedencia, se impondrá sobreseer en 

el juicio respecto del acto de aplicación y la norma 

impugnada.

En cambio, de resultar procedente el juicio en 

cuanto al acto de aplicación, debe analizarse la 

constitucionalidad de la disposición impugnada 

determinando lo conducente, y únicamente en el caso de 

que se determine negar el amparo por lo que 

corresponda a ésta, será factible abordar el estudio de 

los conceptos de violación enderezados por vicios 

propios, en su caso, en contra del de aplicación.

La parte quejosa impugna la 

inconstitucionalidad de los artículos 40, fracción I, inciso 

a), 49 y 93, de la Ley de Hacienda para el Estado de San 

Luis Potosí, en razón de su acto concreto de aplicación, 

lo que constriñe a esta Juzgadora a verificar la existencia 

del acto en el que se aplican esas normas, y si éste 

constituye el primero que concrete en perjuicio de la 

parte quejosa la hipótesis jurídica controvertida, y si en 

relación con él no se actualiza una diversa causa de 

improcedencia, pues si el juicio es improcedente por 

éste, también lo será por la Ley.

Los artículos cuya inconstitucionalidad impugna 

la parte quejosa en razón de su acto concreto de 

aplicación, establecen la base del impuesto adicional 

D
IE

G
O

 A
L

O
N

SO
 A

V
IL

A
 V

E
Y

N
A

706a6620636a663300000000000000000001864d
17/05/29 12:00:46

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



relativo a los servicios de asistencia social que instauran 

dichos preceptos normativos se encuentran relacionados 

con los derechos que se causen por los servicios de 

inscripción de instrumentos jurídicos en el Instituto 

Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, de 

bienes inmuebles, cuya base será el avalúo o reavalúo 

con una antigüedad o vigencia no mayor a seis meses, 

contados a partir de que se efectúen, emitido por la 

Dirección de Catastro Municipal del ayuntamiento 

correspondiente; o bien, el precio de la operación, si éste 

es mayor que el del avalúo o reavalúo catastral, se 

pagará a razón de dos punto cinco al millar.

Además, indican que la inscripción o 

reinscripción de contratos de crédito con garantías 

hipotecaria y/o prendaria, refaccionarios, de habilitación 

o avío, otorgados por sociedades de crédito, causará el 

dos punto cinco al millar sobre el monto del crédito.

Para acreditar la existencia del acto de 

aplicación, la parte quejosa ofreció: 

- Copia del comprobante de pago con folio 

*****, de dieciocho de mayo de dos mil veintiséis, con 

los conceptos: “INSCRIPCIÓN REGISTRO PÚBLICO 

SOBRE COMPRAVENTA  **** *****   **********” y 

“INSCRIPCIÓN REGISTRO PÚBLICO SOBRE 

CRÉDITO **** ***** **********”, por las cantidades 

de $********* *********** *** ******* ********* ***** 
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****** ****** ********* * ********** 
********** *** *********** ******* * ***** ***** ****** ****** 

*********, respectivamente, (sumando un total de 

********** ******** * **** *** 
*********** ******* * ***** ***** ****** ****** *********.

Por consiguiente, se concluye que el presente 

sumario constitucional deviene procedente respecto del 

acto de aplicación y, por tal motivo, lo que procede es 

abordar el estudio de constitucionalidad planteado 

respecto de los artículos 40, fracción I, inciso a), 49 y 
93, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis 

Potosí.

OCTAVO. Análisis de los conceptos de 
violación.

Primeramente, el quejoso aduce que los 

numerales combatidos violan en su perjuicio los 

principios de proporcionalidad y equidad tributaria 

contenidas en el artículo 31, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

toda vez que el objeto real de actividad se traduce en la 

realización de actos que exigen de la administración un 

esfuerzo uniforme, de ahí que la cuota debe atender al 

tipo de servicio prestado y a su costo.
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Esto es, que los artículos referidos de la Ley de 

Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, violan el 

principio de proporcionalidad tributaria, al establecer 

cuotas diferenciadas por la inscripción de diversos 

documentos, sin que exista un procedimiento 

determinado o especial o alguna actividad que implique 

tareas adicionales o específicas respecto de aquellos.

Aduce que el importe del servicio equivale al 

costo del bien o servicio prestado por el Estado, sin 

embargo, cuando el cobro del derecho sea 

excesivamente oneroso, en función de los gastos 

realizados por la prestación del servicio, el particular 

puede impugnar su cobro por inconstitucional, al no ser 

proporcional ni equitativo, por ser violatorio del artículo 

31, fracción IV, de la Constitución Federal, toda vez que 

no existe equilibrio razonable entre el porcentaje de 

derechos establecidos en los artículos 40 y 49 de la Ley 

de Hacienda y la prestación del servicio, pues cuantifica 

su monto atendiendo a un elemento extraño al servicio 

prestado y que constituye la diferencia y su causación, 

pues establece que la base de cobro será el avalúo o 

reavalúo con una antigüedad o vigencia no mayor a seis 

meses, emitido por la Dirección de Catastro Municipal 

correspondiente; o bien, el precio de la operación, si éste 

es mayor que el del avalúo o reavalúo catastral, se 

pagará a razón de dos punto cinco al millar, así como 

que la base del cobro será igualmente del dos punto 

cinco al millar sobre el monto del crédito.

Sigue diciendo que, un gravamen sea 

proporcional debe existir congruencia entre el impuesto 
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creado por el Estado y la capacidad contributiva de los 

causantes, en la medida en que debe pagar más quien 

goce de mayor capacidad contributiva y menos el que la 

tenga en menor proporción.

Refiere que proporcionalmente paga más 
impuesto quien adquiere un inmueble de menor valor 
y, en contrapartida, proporcionalmente paga menos 
impuesto quien adquiere un inmueble de mayor 
valor. 

Asimismo, aduce que los artículos 40 fracción I, 

inciso a), 49 y 93 de la Ley de Hacienda del Estado de 

San Luis Potosí, no respetan el principio de 

proporcionalidad y equidad, esto en razón de que el 

procedimiento para realizar el cálculo del derecho 

atiende al monto del crédito otorgado, lo que no tiene 

correlación entre el costo del servicio público y la 

actividad que debe realizar la autoridad para la 

inscripción relativa.

Lo que contraviene frontalmente el principio de 

proporcionalidad y equidad tributaria previsto en el 

artículo 31, fracción IV, constitucional. 

Conceptos de violación que resultan 
fundados y suficientes para conceder el amparo 
solicitado.
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NOVENO. Estudio.

Del estudio de constitucionalidad de los 

artículos 40, fracción I, inciso a) y 49 de la Ley de 

Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, en 

principio, importa destacar que las normas impugnadas 

son combatidas por la parte quejosa en su carácter de 

heteroaplicativas, derivadas del primer acto de 

aplicación, que se concretó en el comprobante de pago 

con folio  *****, de dieciocho de mayo de dos mil 

veintiséis, con los conceptos: “INSCRIPCIÓN 

REGISTRO PÚBLICO SOBRE COMPRAVENTA  **** 

*****  ********** ” y “INSCRIPCIÓN REGISTRO 

PÚBLICO SOBRE CRÉDITO **** ***** **********”, 

por las cantidades de $********* *********** *** ******* 

********* ***** ****** ****** ********* * ********** 

********** *** 
*********** 
******* * ***** 
***** ****** 

****** ********* , respectivamente, (sumando un total 

de ********** ******** * **** *** *********** ******* * 

***** ***** ****** ****** *********.

Documental a la que se otorga valor probatorio 

pleno en términos de lo que establecen los artículos 3436 

y 3447 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

6 “Artículo 343. Las autoridades jurisdiccionales apreciarán la prueba según su 
libre convicción extraída de la totalidad del debate y la instrumental de 
actuaciones, lo harán de manera libre, lógica y basada en la experiencia. En la 
resolución judicial respectiva siempre expondrán la motivación racional de las 
pruebas desahogadas tanto en lo individual como en su conjunto, salvo que se 
hayan desestimado, indicando las razones que se tuvieron para hacerlo”
7 “Artículo 344. Los documentos públicos siempre harán prueba plena, salvo el 
caso de objeción declarada procedente o probado el incidente de impugnación
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Familiares, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, 

al haber sido expedida por una autoridad en ejercicio de 

sus funciones vía electrónica.

Ahora bien, la parte quejosa reclama tanto la 

aplicación en su perjuicio del artículo 40, fracción I, inciso 

a), de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis 

Potosí, que contempla el pago de derechos por concepto 

de inscripción de instrumentos jurídicos en el Registro 

Público de la Propiedad y del Comercio, como el diverso 

arábigo 49 de ese propio ordenamiento legal, que a su 

vez, prevé el pago de derechos por concepto de 

inscripción de contratos de crédito con garantía 
hipotecaria en el Registro Público de la Propiedad.

Refiere la impetrante que dichos preceptos 

contravienen el artículo 31, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

al no ajustarse a los principios de proporcionalidad y 

equidad tributaria, ya que en la determinación de las 

cuotas correspondientes por concepto de derechos, se 

debe tener en cuenta el costo que estas requieran para 

que el Estado ejecute el servicio, además de que las 

cuotas de referencia sean fijas e iguales para todos los 

que reciban servicios análogos. De ahí que, el legislador, 

deba atender al objeto real del servicio prestado por el 

ente público para fijar el monto a pagar por concepto de 

derechos.
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Asiste razón a la parte quejosa, pues sobre el 

particular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

establecido que de acuerdo con la doctrina jurídica y la 

legislación fiscal, los tributos conocidos como derechos 

son las contribuciones que se pagan al Estado como 

contraprestación de los servicios administrativos 

prestados. 

Los servicios públicos que realiza el Estado se 

organizan en función del interés general y 

secundariamente en el de los particulares, ya que con 

tales servicios se tiende a garantizar la seguridad 

pública, la certeza de los derechos, la educación 

superior, la higiene del trabajo, la salud pública y la 

urbanización.

Además, los derechos constituyen un tributo 

impuesto por el Estado a los particulares que utilizan los 

servicios públicos y están comprendidos en la fracción IV 

del artículo 31 constitucional, que establece como 

obligación de los mexicanos contribuir para los gastos 

públicos de manera proporcional y equitativa según 

dispongan las leyes y, por tanto, los servicios aludidos se 

han de cubrir con los gravámenes correspondientes, que 

reciben el nombre de "derechos".

Al respecto, el artículo 7 del Código Fiscal del 

Estado de San Luis Potosí, establece:

D
IE

G
O

 A
L

O
N

SO
 A

V
IL

A
 V

E
Y

N
A

706a6620636a663300000000000000000001864d
17/05/29 12:00:46

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



29



“ARTICULO 7.- Para efectos de las 
disposiciones fiscales estatales se entiende por:

I. Contribuciones: los impuestos, los 
derechos y las contribuciones de mejoras. Se 
causan cuando se realiza el hecho o acto 
jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo 
así la obligación fiscal, y para tal efecto se 
entenderá por:

a). Impuestos: las contribuciones 
establecidas en ley que deben pagar las 
personas físicas y morales que se encuentran 
en la situación jurídica o de hecho prevista por 
la misma, que se destinen a cubrir los gastos 
públicos y que sean distintas a las señaladas en 
los incisos b) y c) de esta fracción y de la 
fracciones II y III de este artículo;

b). Derechos: las contribuciones 
establecidas en la ley, por el uso o 
aprovechamiento de bienes del dominio público 
del Estado o municipios, así como por los 
servicios que prestan éstos, en sus funciones 
de derecho público, y

c). Contribuciones de Mejoras: las 
prestaciones legalmente obligatorias impuestas 
a quienes de manera especial se benefician con 
una obra, servicio público o con el ejercicio de 
determinada actividad particular, con gastos 
para el Estado o los municipios; por 
consiguiente estarán en relación con el monto 
del beneficio obtenido y el costo de la obra o 
servicio;

II. Productos: las contraprestaciones por 
los servicios que preste el Estado o los 
municipios, en sus funciones de derecho 
privado, así como por el uso, aprovechamiento 
o enajenación de bienes de dominio privado, y

III. Aprovechamientos: los demás ingresos 
que no queden clasificados en los conceptos 
anteriores, que obtenga el Estado o los 
municipios en ejercicio de funciones de derecho 
público, distintos de los impuestos, los 
derechos, las contribuciones de mejoras y los 
accesorios de éstos”.
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Del precepto transcrito se aprecia que los 

derechos tributarios, en la normatividad fiscal de San 

Luis Potosí, son contribuciones que se originan por dos 

causas: la primera de ellas, por el uso o 

aprovechamiento de los bienes del dominio público del 

Estado o municipios; y la segunda, por recibir servicios 

que presta el Estado en sus funciones de derecho 

público.

En el presente caso, los que interesan son los 

relativos a la recepción de servicios prestados por el 

Estado en sus funciones de derecho público, ya que el 

pago de los derechos tanto por la inscripción de 
instrumentos jurídicos como de contratos de crédito 
con garantía hipotecaria en el Registro Público de la 

Propiedad, encuadran precisamente en esa hipótesis, 

puesto que el registro público de actos jurídicos es una 

actividad propia del Estado.

Respecto de los derechos por servicios, el 

Pleno del Alto Tribunal de la Nación, ha establecido que 

son una especie del género contribuciones que tienen su 

causa en la recepción de lo que propiamente se conoce 

como una actividad de la administración, individualizada, 

concreta y determinada, con motivo de la cual se 

establece una relación singularizada entre la 

Administración y el usuario, lo que justifica el pago del 

tributo.
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En esa tesitura, tratándose de las 

contribuciones denominadas derechos, cuando se 

establecen por la prestación de un servicio por parte del 

Estado en sus funciones de derecho público, entre la 

prestación del servicio y el derecho existe íntima 

relación, al grado de que resultan interdependientes, 

pues, la existencia de una significa la existencia o 

inexistencia del otro, además, la prestación del servicio 

es la causa del derecho, característica básica que, entre 

otras, hace la diferencia con el impuesto, pues mientras 

éste tiene como presupuesto de causación el 

encontrarse en la situación prevista en la ley, el derecho 

encuentra su causa específica en los servicios que 

presta el Estado en sus funciones de derecho público, lo 

que corrobora que tratándose de derechos por servicios, 

estos se hallan íntimamente vinculados con la cuota que 

se cobra por los mismos.

Tiene aplicación la tesis de jurisprudencia 570, 

emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, visible en la página 1680, del Tomo I. 

Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera 

Parte - SCJN Vigésima Primera Sección - Principios de 

justicia tributaria, del Apéndice al Semanario Judicial de 

la Federación 1917-Septiembre 2011, que dice:

“DERECHOS POR SERVICIOS. 
SUBSISTE LA CORRELACIÓN ENTRE EL 
COSTO DEL SERVICIO PÚBLICO 
PRESTADO Y EL MONTO DE LA CUOTA. No 
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obstante que la legislación fiscal federal, 
vigente en la actualidad, define a los derechos 
por servicios como las contribuciones 
establecidas en la ley por los servicios que 
presta el Estado en sus funciones de derecho 
público, modificando lo consignado en el 
Código Fiscal de la Federación de 30 de 
diciembre de 1966, el cual en su artículo 3o. los 
definía como "las contraprestaciones 
establecidas por el poder público, conforme a la 
ley, en pago de un servicio", lo que implicó la 
supresión del vocablo "contraprestación"; debe 
concluirse que subsiste la correlación entre el 
costo del servicio público prestado y el monto 
de la cuota, ya que entre ellos continúa 
existiendo una íntima relación, al grado que 
resultan interdependientes, pues dicha 
contribución encuentra su hecho generador en 
la prestación del servicio. Por lo anterior, siendo 
tales características las que distinguen a este 
tributo de las demás contribuciones, para que 
cumpla con los principios de equidad y 
proporcionalidad que establece la fracción IV 
del artículo 31 constitucional, debe existir un 
razonable equilibrio entre la cuota y la 
prestación del servicio, debiendo otorgarse el 
mismo trato fiscal a los que reciben igual 
servicio, lo que lleva a reiterar, en lo esencial, 
los criterios que este Alto Tribunal ya había 
establecido conforme a la legislación fiscal 
anterior, en el sentido de que el establecimiento 
de normas que determinen el monto del tributo 
atendiendo al capital del contribuyente o a 
cualquier otro elemento que refleje su 
capacidad contributiva, puede ser correcto 
tratándose de impuestos, pero no de derechos, 
respecto de los cuales debe tenerse en cuenta 
ordinariamente el costo que para el Estado 
tenga la ejecución del servicio; y que la 
correspondencia entre ambos términos no debe 
entenderse como en derecho privado, de 
manera que el precio corresponda exactamente 
al valor del servicio prestado, pues los servicios 
públicos se organizan en función del interés 
general y sólo secundariamente en el de los 
particulares”.
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Por otra parte, cabe precisar que a través de 

diversos criterios el Máximo Tribunal del País ha 

establecido que el principio de equidad tributaria previsto 

en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, está referido a la 

igualdad jurídica que consiste en el derecho de todos los 

gobernados de recibir el mismo trato que quienes se 

ubican en similar situación de hecho, porque la igualdad 

lo es ante la ley y ante su aplicación.

Tal derecho fundamental exige que los 

contribuyentes de un tributo que se encuentran en una 

misma hipótesis de causación, deben guardar una 

idéntica situación frente a la norma jurídica que los 

regula, lo que a su vez implica que las disposiciones 

tributarias deben tratar de manera igual a quienes se 

encuentren en una misma situación; sin embargo, 

también se ha señalado que no toda desigualdad en el 

trato es inconstitucional, inclusive, se ha considerado 

que el legislador no sólo está facultado, sino obligado a 

crear categorías o clasificaciones de contribuyentes, 

siempre y cuando dichas clasificaciones se encuentren 

justificadas, es decir, no sean caprichosas o arbitrarias.

El principio de equidad en la imposición 

establece que las personas, en tanto estén sujetas a 

cualquier tributo y se encuentren en iguales condiciones 

relevantes para efectos tributarios, han de recibir el 

mismo trato en lo que se refiere a la contribución 

respectiva.
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El Alto Tribunal también ha establecido que el 

derecho de equidad de las cargas tributarias 

establecidas en el artículo 31, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

se satisface a través de una cuota o tarifa aplicable a 

una base, cuyos parámetros contienen elementos que 

reflejan la capacidad contributiva del gobernado, lo cual 

se traduce en un sistema que únicamente es aplicable a 

los impuestos, por lo que de ninguna manera puede 

aplicarse cuando se trate de derechos por servicios.

Lo anterior es así, en virtud de que la 

naturaleza de los derechos por servicios que presta el 

Estado es distinta de la que poseen los impuestos y, por 

tanto, para que se cumpla con el principio de equidad 

tributaria es necesario tener en cuenta, entre otros 

aspectos, el costo que para el Estado implica la 

ejecución del servicio, pues a partir de ahí se puede 

determinar si la norma que prevé determinado derecho 

otorga o no un trato igual a los sujetos que se 

encuentren en igualdad de circunstancias.

Bajo ese tenor, se debe establecer entonces 

que tratándose de las contribuciones denominadas 

derechos, originadas por la prestación de un servicio por 

parte del Estado, en sus funciones de derecho público, 

existe íntima relación entre éstos, al grado de que 

resultan interdependientes; ello, porque la prestación del 

servicio es la causa del derecho, característica básica 
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que, entre otras, hace la diferencia del impuesto, pues 

mientras este tiene como presupuesto de causación el 

encontrarse en la situación prevista en la ley, el derecho 

encuentra su causa específica en los servicios que 

presta el Estado en sus funciones de derecho público, lo 

que corrobora que tratándose de derechos por servicios, 

estos se hallan íntimamente vinculados con la cuota.

Precisado lo anterior, corresponde analizar los 

preceptos 40, fracción I, inciso a) y 49, ambos de la 

Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, 

cuyo texto dice:

“ARTÍCULO 40. La inscripción de 
instrumentos jurídicos en el Instituto Registral y 
Catastral del Estado de San Luis Potosí 
causará los siguientes derechos:

I. Títulos de propiedad:

a) De bienes inmuebles, cuya base será el 
avalúo o reavalúo con una antigüedad o 
vigencia no mayor a seis meses, contados a 
partir en que se efectúen, emitido por la 
Dirección de Catastro municipal del 
ayuntamiento correspondiente; o bien el precio 
de la operación, si éste es mayor que el del 
avalúo o reavalúo catastral, se pagará a razón 
de 2.5 al millar sobre el excedente.

Tratándose de títulos de adquisición de 
vivienda de interés social o popular en términos 
del artículo 60, los derechos por este concepto 
no excederán de cinco veces el valor de la UMA 
vigente.

No son sujetos del pago de estos 
derechos, los titulares de los derechos agrarios 
derivados de la regularización de la tenencia de 
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la tierra de los núcleos ejidales cuando sean 
registrados la primera vez.”

“Artículo 49. La inscripción o 
reinscripción de contratos de crédito con 
garantías hipotecaria y/o prendaria, 
refaccionarios, de habilitación o avío, otorgados 
por sociedades de crédito, así como las 
operaciones a que se refiere el artículo 44 de 
esta Ley, causará el 2.5 al millar sobre el 
monto del crédito. Su cancelación causará el 
equivalente de 6 veces el valor de la UMA 
vigente (…)”.

Del contenido de la porción normativa transcrita 

en primer término, se advierte que prevé el cobro de un 

derecho por la inscripción de instrumentos jurídicos en el 

Registro Público de la Propiedad, relativos a títulos de 

propiedad de bienes.

Ya en lo particular, se establece que la base 

para el cobro del derecho relativo a la inscripción de un 

título de propiedad de un bien inmueble, será el avalúo o 

reavalúo catastral; o bien el precio de la operación, si 

éste es mayor que el del avalúo o reavalúo catastral, se 

pagará a razón de dos punto cinco al millar sobre el 

excedente.

Amén, que del precepto legal invocado en 

segundo término, se evidencia que tratándose de 

inscripciones o reinscripciones de contratos de crédito 

con garantía hipotecaria, igualmente se causará el 

derecho a razón del dos punto cinco al millar sobre el 

monto del crédito,
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Como se ve, el establecimiento de esas 

distintas tarifas para el cobro de un mismo servicio de 

inscripción en el Registro Público de la Propiedad, se 

aparta de los principios de proporcionalidad y equidad 

tributaria, ya que el monto del derecho a pagar 

dependerá de un elemento ajeno al costo del servicio de 

inscripción registral que presta el Estado, lo que genera 

trato desigual a quienes están en la misma situación de 

hecho, consistente en primer término, en la recepción del 

servicio de inscripción de un instrumento jurídico en el 

Registro Público de la Propiedad, referente a un título de 

propiedad de un bien inmueble, el costo del servicio 

público prestado y el monto de la cuota, se basará en el 

avalúo o reavalúo catastral, o en el monto de la 

operación, si fuera mayor al que arroje el avalúo o 

reavalúo de que se trata, y se le aplicará la tarifa que 

señala el citado artículo 40, fracción I, ya que no 

obstante que reciban un mismo servicio, se les cobran 

tarifas diferentes.

Aunado a que, en relación al diverso numeral 

combatido 49 de la Ley de Hacienda para el Estado de 

San Luis Potosí, el gobernado por una misma 

inscripción, tendrá que pagar cuotas distintas elevadas al 

millar, dependiendo directamente del monto del crédito, 

llegando al absurdo que una misma persona que 

registre, por ejemplo, dos contratos de crédito con 

garantía hipotecaria, cuyas cantidades sean divergentes 

entre ambos, tenga que cubrir montos diversos, no 

obstante que el despliegue técnico y administrativo sea 
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el mismo respecto de ambos registros, lo que demuestra 

fehacientemente que el precepto cuestionado, está 

dando trato desigual y desproporcional a los iguales, ya 

que no obstante que preste el mismo servicio 

(inscripción), están cobrando cuotas distintas atendiendo 

al monto del crédito a registrar, introduciendo de esa 

manera un elemento ajeno al servicio prestado, como lo 

es el monto de la operación relativa.

Todo lo anterior evidencia que el legislador local 

soslayó que el costo de la prestación del servicio de 

inscripción de un instrumento jurídico continente del acto 

jurídico relativo al título de propiedad de un bien 

inmueble, no varía en función del valor que arroje el 

avalúo o reavalúo del bien, o del precio de la operación, 

si este último es mayor al del avalúo o reavalúo de que 

se trate, así como que el costo de la prestación del 

servicio de inscripción de un contrato de crédito con 

garantía hipotecaria, no varía en función del monto del 

crédito; sino que el valor del costo de la prestación del 

servicio público por ese tipo de inscripciones, depende 

de la actividad que despliegue el Estado por ese servicio, 

por lo que no existe razón jurídica objetiva para que en la 

mecánica de pago del derecho correspondiente, se 

introduzcan elementos ajenos al costo de ese servicio.

Lo expuesto es acorde con la jurisprudencia 

P./J. 121/2007, emitida por el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, 
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enero de 2008, página 2099, con registro digital 170439, 

del rubro y texto siguientes:

“SERVICIOS REGISTRALES. LOS 
ORDENAMIENTOS LEGALES QUE 
ESTABLECEN LAS TARIFAS RESPECTIVAS 
PARA EL PAGO DE DERECHOS, SOBRE EL 
MONTO DEL VALOR DE LA OPERACIÓN 
QUE DA LUGAR A LA INSCRIPCIÓN, 
VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE 
PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD 
TRIBUTARIA. Las leyes federales o locales 
que regulan los derechos por la inscripción, 
anotación, cancelación o expedición de 
certificaciones de actos jurídicos o documentos 
en un registro público, estableciendo que dichas 
contribuciones deben cuantificarse mediante un 
porcentaje o factor al millar aplicado sobre el 
valor económico reflejado en estos últimos, 
vulneran los principios de proporcionalidad y 
equidad tributaria contenidos en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues para 
determinar su importe en esos términos no se 
toma en cuenta el costo del servicio prestado 
por la administración pública, y se produce el 
efecto de que los contribuyentes paguen una 
mayor o menor cantidad dependiendo del 
monto de la operación que dé lugar a tales 
actos registrales, provocándose que por la 
misma función estatal se causen cuotas 
distintas, y aunque es cierto que esas 
contraprestaciones no necesariamente deben 
corresponder con exactitud matemática al costo 
del servicio recibido, sí deben fijarse en relación 
con el mismo”.

Por su parte, el numeral 93 de dicho cuerpo 
normativo, que también controvierte la solicitante de la 

tutela constitucional, dispone lo siguiente:
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“ARTÍCULO 93. Todos los derechos 
previstos en esta Ley se incrementarán a 
una tasa del veinticinco por ciento, cuyo 
importe se destinará, preferentemente, a 
instituciones públicas y privadas, cuyo fin u 
objeto sea proporcionar servicios de asistencia 
social, encaminados a la protección y ayuda de 
personas, familias, o grupos en situación 
vulnerable, sin fines lucrativos. Dicho gravamen 
no estará sujeto a disminución o condonación, 
aunque lo fueren los principales sobre los que 
se aplica. El Ejecutivo informará al Congreso 
del Estado, sobre las sumas recaudadas y su 
aplicación en las cuentas públicas 
correspondientes. Es obligación de todas las 
dependencias que conforman la administración 
pública del Estado, ingresar todas las 
cantidades que se cobren por este concepto, a 
la Secretaría de Finanzas.”

Como se observa de la transcripción que 

antecede, la base del impuesto adicional relativo a los 

servicios de asistencia social que establece dicho 

precepto normativo se encuentra relacionado con los 

derechos que se causen por los servicios de inscripción 

de instrumentos jurídicos relativos a contratos de crédito 

con garantía hipotecaria que se han analizado.

Pues como lo determinó el Primer Tribunal 

Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno 

Circuito al resolver el amparo en revisión 239/2020, en 

sesión de veinticinco de marzo de dos mil veintiuno, de 

la intelección del artículo 93 de la Ley de Hacienda para 

el Estado de San Luis Potosí, se desprende que no 

prevé una sobretasa que esté circunscrita a una sola 

contribución, que participe de sus elementos esenciales 

y fije el pago de un doble porcentaje, sino que constituye 
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un impuesto o contribución adicional que tiene por objeto 

todos los pagos por concepto de impuestos y derechos.

Ello, dijo el referido órgano terminal, porque la 

disposición en cuestión reúne todos los elementos que 

conforman un impuesto y no una sobretasa, como 

enseguida se evidencia:

1. Sujetos pasivos. Las personas que, por la 

prestación de un servicio por parte del Estado, en sus 

funciones de derecho público, realicen el pago de un 

derecho previsto en la Ley de Hacienda para el Estado 

de San Luis Potosí.

2. Objeto del impuesto: Gravar los pagos por 

concepto de derechos previstos en la ley hacendaria en 

comento.

3. Base gravable: El monto de los pagos que 

se realicen por las mencionadas contribuciones.

4. Tasa: El 25% (veinticinco por ciento) sobre la 

base gravable, es decir, sobre el pago por la prestación 

del servicio del Estado.
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5. Época de pago: En el momento en que se 

realice el pago de cualquier derecho previsto en la ley de 

hacienda en comento.

6. Destino de lo recaudado: Preferentemente, 

a instituciones públicas y privadas, cuyo fin u objeto sea 

proporcionar servicios de asistencia social.

Así, concluyó que el impuesto adicional previsto 

en el artículo 93 no atiende a la verdadera capacidad 

contributiva del contribuyente, ya que los pagos de esas 

contribuciones no revelan una manifestación de riqueza 

por parte del gobernado, por lo que es patente que viola 

el principio de proporcionalidad tributaria.

Sirve de sustento a lo anterior, por las razones 

que la informan, la jurisprudencia 2a./J. 126/2013 (10a.), 

sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, Décima época, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro 

XXIV, septiembre de 2013, tomo 2, página 1288, la cual 

es del rubro y texto siguientes:

“IMPUESTO ADICIONAL. LOS 
ARTÍCULOS 119 A 125 DE LA LEY GENERAL 
DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE 
MORELOS QUE LO PREVÉN, VIOLAN EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA. Los preceptos citados, al 
establecer un impuesto adicional a cargo de las 
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personas físicas o morales que realicen pago 
por concepto de impuestos y derechos 
municipales en la mencionada entidad 
federativa, ya sea en su carácter de 
responsables directos o solidarios, violan el 
principio de proporcionalidad tributaria 
consagrado en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues no existe congruencia entre el 
mecanismo impositivo que prevén y la 
capacidad contributiva de los sujetos pasivos, 
ya que no fue diseñado para gravar en un 
segundo nivel determinada manifestación de 
riqueza previamente sujeta a imposición, a 
través de un impuesto primario, como operan 
las "sobretasas" u otras contribuciones 
adicionales -cuyo hecho imponible gira en torno 
a una misma actividad denotativa de capacidad 
económica-, sino que fue estructurado para 
gravar globalmente todos los pagos de 
contribuciones municipales efectuados por los 
causantes, por lo que su hecho imponible se 
materializa al momento de cumplir con esa 
obligación tributaria. Por consiguiente, el 
aludido gravamen adicional no participa de la 
misma naturaleza jurídica del impuesto 
primigenio, pues no se circunscribe a una sola 
contribución mediante el pago de un doble 
porcentaje, sino que tiene por objeto gravar 
todos los pagos por concepto de impuestos y 
derechos municipales previstos en la Ley de 
Ingresos del Municipio de que se trate del 
Estado de Morelos, por lo que es inconcuso que 
dicho actuar no refleja la capacidad contributiva 
de los causantes.”.

Con lo anterior se evidencia que el artículo 93 

de la ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, 

vulnera el principio de proporcionalidad tributaria 
debido a que no existe congruencia entre el mecanismo 

impositivo que prevé y la capacidad contributiva de los 

sujetos pasivos, ya que no fue diseñado para gravar en 

un segundo nivel determinada manifestación de riqueza 
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previamente sujeta a imposición, a través de un 

impuesto primario, como operan las "sobretasas" u otras 

contribuciones adicionales, sino que fue estructurado 

para gravar globalmente todos los pagos de derechos 

efectuados por los causantes, por lo que su hecho 

imponible se materializa al momento de cumplir con esa 

obligación tributaria.

DÉCIMO. Efectos de la concesión.

Con fundamento en el precepto 77, fracción I, 

de la ley de la materia, procede conceder el amparo al 

quejoso  **** ** ***** ******** *****, para los 

efectos siguientes:

I. Se desincorpore de la esfera jurídica del 

quejoso, la hipótesis legal contenida en los artículos 40, 

fracción I, inciso a) y 49 de la Ley de Hacienda para el 

Estado de San Luis Potosí, y en el futuro no le sean 
aplicadas las normas viciadas de inconstitucionalidad, 

pues los efectos de una sentencia que otorga el amparo 

contra una ley, no sólo son contra los actos de aplicación 

que también se impugnaron y respecto de los objetos 

materiales que se relacionen con ellos, sino que tiene 

consecuencias jurídicas respecto a los actos de 

aplicación futuros.

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia 

P./J. 112/99 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, visible en la página 19, del tomo X, 
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noviembre de mil novecientos noventa y nueve, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, cuyo rubro es: “AMPARO CONTRA 
LEYES. SUS EFECTOS SON LOS DE PROTEGER AL 
QUEJOSO CONTRA SU APLICACIÓN PRESENTE Y 
FUTURA.”

II. La autoridad receptora del pago deberá dejar 
insubsistente el entero relativo al comprobante de pago 

con folio  *****, de dieciocho de mayo de dos mil 

veintiséis, con los conceptos: “INSCRIPCIÓN 

REGISTRO PÚBLICO SOBRE COMPRAVENTA  **** 

*****  ********** ” y “INSCRIPCIÓN REGISTRO 

PÚBLICO SOBRE CRÉDITO **** ***** **********”, 

por las cantidades de $********* *********** *** ******* 

********* ***** ****** ****** ********* 
* ********** ********** *** *********** ******* * ***** ***** ****** 

****** ********* , respectivamente, (sumando un total 

de ********** ******** * **** *** *********** ******* * 

***** ***** ****** ****** ********* , respectivamente, 

y proceda a recalcular el monto de los derechos a pagar 

conforme a la tarifa mínima prevista en el segundo 

párrafo del inciso a) de la fracción I, del artículo 40, de la 

Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, y 

deberá devolver al impetrante las diferencias que 
resulten a su favor.

Ello es así, ya que las disposiciones combatidas 

fijan derechos por registro de documentos a partir de un 

porcentaje sobre el valor de la operación comercial que 
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les dieron origen, pero existe diversa disposición que 

prevé una cantidad fija mínima a pagar por concepto de 

pago de derechos de inscripción de instrumentos 

jurídicos y que se hace consistir en cinco veces el valor 

de la UMA vigente.

Lo anterior, al tener en consideración que el 

efecto del amparo no puede traducirse en liberar al 

contribuyente de la totalidad del pago del derecho por el 

servicio proporcionado por el Estado, toda vez que en 

aras de salvaguardar los principios tributarios de 

proporcionalidad y equidad contenidos en el artículo 31, 

fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, es necesario que todos los individuos 

contribuyan al gasto público en la medida de su 

capacidad contributiva.

Razón por la cual, la restitución en el goce de la 

garantía derecho humano violado sólo implica que el 

peticionario deje de pagar las tarifas tildadas de 

inconstitucionales, pero sin relevarlo de la obligación de 

enterar una cuota fija mínima, ya que esta suma sería 

igual para todos los contribuyentes sin considerar el tipo 

de operación contenida en los documentos a registrar.

Lo anterior, en aplicación de la jurisprudencia 

2a./J. 29/2012 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, conforme a la 

cual, cuando una disposición declarada inconstitucional 
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fija derechos por registro de documentos a partir de un 

porcentaje sobre el valor de la operación comercial que 

les dio origen, pero previendo también una cantidad fija 

mínima a pagar, la restitución en el goce del derecho 

violado sólo implica que el quejoso deje de pagar la tarifa 

porcentual, pero sin relevarlo de la obligación de enterar 

dicha cuota fija mínima, ya que esta suma es igual para 

todos los contribuyentes sin considerar el tipo de 

operación contenida en el documento a registrar.

Apoya lo anterior la referida jurisprudencia 

2a./J.29/2012 de la precitada Sala, visible en la página 

1244, del Libro VIII, mayo de dos mil doce, tomo 2, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Décima Época, que señala:

“DERECHOS POR SERVICIOS. 
EFECTOS QUE PRODUCE LA CONCESIÓN 
DEL AMPARO POR 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY QUE 
PREVÉ EL MECANISMO DE CÁLCULO DE 
LA TASA QUE FIJA EL PAGO DE 
AQUÉLLOS. Por regla general, la concesión 
del amparo respecto de una ley fiscal tiene 
como efecto que no se aplique al quejoso el 
precepto declarado inconstitucional, y que se le 
restituyan las cantidades enteradas. Ahora bien, 
atento al criterio sustentado por el Tribunal en 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la jurisprudencia P./J. 62/98, de 
rubro: "CONTRIBUCIONES. EFECTOS QUE 
PRODUCE LA CONCESIÓN DEL AMPARO 
CUANDO SE RECLAMA UNA NORMA 
TRIBUTARIA.", se concluye que cuando en la 
ley se prevea un vicio subsanable en el 
mecanismo de cálculo de la tasa a pagar por 
concepto de derechos por servicios, el efecto 
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del amparo no puede traducirse en liberar al 
contribuyente de la totalidad del pago del 
derecho por el servicio proporcionado por el 
Estado, en virtud de que para respetar los 
principios tributarios de proporcionalidad y 
equidad contenidos en el artículo 31, fracción 
IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, es necesario que todos los 
individuos contribuyan al gasto público en la 
medida de su capacidad contributiva. 
Consecuentemente, cuando la disposición 
declarada inconstitucional fija derechos por 
registro de documentos a partir de un 
porcentaje sobre el valor de la operación 
comercial que les dio origen, pero previendo 
también una cantidad fija mínima a pagar, la 
restitución en el goce de la garantía individual 
violada sólo implica que el quejoso deje de 
pagar la tarifa porcentual, pero sin relevarlo de 
la obligación de enterar dicha cuota fija mínima, 
ya que esta suma es igual para todos los 
contribuyentes sin considerar el tipo de 
operación contenida en el documento a 
registrar, con lo cual se respeta el criterio del 
Tribunal Pleno plasmado en la jurisprudencia 
P./J. 121/2007, de rubro: "SERVICIOS 
REGISTRALES. LOS ORDENAMIENTOS 
LEGALES QUE ESTABLECEN LAS TARIFAS 
RESPECTIVAS PARA EL PAGO DE 
DERECHOS, SOBRE EL MONTO DEL VALOR 
DE LA OPERACIÓN QUE DA LUGAR A LA 
INSCRIPCIÓN, VULNERAN LOS PRINCIPIOS 
DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD 
TRIBUTARIA”.

III. Finalmente, la concesión también implica el 

calcular nuevamente el concepto de asistencia social 
por el monto del 25% (veinticinco por ciento) a que se 

refiere el numeral 93 de la referida ley, ya que su cálculo 

depende del monto del derecho a pagar, por lo que una 

vez que éste último haya sido recalculado, sobre ese 

nuevo monto deberá calcularse ese 25% (veinticinco por 
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ciento), y la diferencia resultante se deberá devolver a la 

agraviada.

De ahí que, en ejecución de sentencia, 

deberá requerirse al Director de Recaudación y 
Política Fiscal dependiente de la Dirección General 
de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del 
Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por ser la 

autoridad exactora que realiza funciones específicas de 

recaudación.

Sirve de sustento a lo anterior, la jurisprudencia: 

P./J.73/2009, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, consultable en la página 64, tomo XXX, 

julio de dos mil nueve, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, de la voz y 

contenido siguientes:

“SENTENCIAS DE AMPARO. PARA 
OBTENER SU CUMPLIMIENTO, EL 
JUZGADOR DEBE SUJETAR AL 
PROCEDIMIENTO OFICIOSO TODOS LOS 
ACTOS DE APLICACIÓN DE LA LEY 
TRIBUTARIA DECLARADA 
INCONSTITUCIONAL EMITIDOS HASTA 
ANTES DEL DICTADO DE LA SENTENCIA 
DEFINITIVA. Toda aplicación de una ley 
declarada inconstitucional debe verse afectada 
con la protección constitucional otorgada al 
quejoso, de forma que el órgano jurisdiccional 
que conozca del amparo debe obligar 
oficiosamente a la autoridad administrativa a 
declarar la insubsistencia tanto del primer acto 
de aplicación, como de los demás actos 
dictados hasta antes de ser pronunciada la 
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sentencia definitiva. Lo anterior es así, porque 
una vez firme la sentencia protectora, sus 
efectos deben retrotraerse para dejar 
insubsistente la primera afectación reclamada e 
irradiar esa protección en favor del quejoso 
respecto de todo acto de fecha posterior a esa 
primera aplicación, suscitado durante el curso 
del juicio. Por tanto, si la quejosa plantea la 
insubsistencia de otros pagos fundados en la 
norma declarada inconstitucional, 
comprendidos dentro del periodo que va desde 
la fecha en la que se suscitó el primer acto de 
aplicación hasta el día en que causó estado la 
sentencia definitiva, el juzgador primario debe 
incluirlos dentro de sus gestiones para obtener 
el cumplimiento de la sentencia, e incluso, los 
que se hubiesen generado por una causa 
distinta de la que originó el primer acto de 
aplicación reclamado, tal como acontece, 
tratándose de impuestos reales, cuando se 
demuestra la propiedad de otros bienes sobre 
los cuales se ejerció la misma facultad 
impositiva estimada violatoria de garantías. 
Esta conclusión se obtiene porque el quejoso 
no está obligado a impugnar cada uno de los 
pagos de la contribución reclamada, en 
atención a que el juicio de amparo sólo procede 
contra el primer acto de aplicación, y en 
congruencia, al obtener la protección, tiene el 
correlativo derecho a exigir la devolución de lo 
que hubiera enterado por concepto de ese 
tributo durante el lapso en que transcurrió el 
juicio, trátese o no del mismo bien mueble o 
inmueble que generó el primer acto de 
aplicación, cuando el asunto verse sobre 
impuestos reales, ya que de lo contrario el 
contribuyente hubiera tenido que promover 
tantos juicios como bienes gravados tuviera en 
propiedad, lo cual desnaturalizaría el principio 
en materia de amparo contra leyes que 
sanciona, con la improcedencia del juicio, la 
impugnación de ulteriores actos de aplicación 
diversos al primero”.

Cabe destacar que, si bien algunas de las 

jurisprudencias y tesis invocadas en la presente 
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sentencia fueron integradas durante la vigencia de la Ley 

de Amparo anterior; sin embargo, en el caso resultan 

aplicables, dado que no se oponen al texto del actual 

ordenamiento en la materia, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo sexto transitorio de este último.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, 

en los artículos 73, 74, 75, 76,79, 124, 215 y 217 de la 

Ley de Amparo, se

R E S U E L V E:

PRIMERO. Se SOBRESEE en el presente 

juicio de amparo, por lo que se refiere al Gobernador 
Constitucional del Estado, respecto de los actos 

precisados en los considerandos tercero y quinto de la 

presente sentencia, por los motivos expuestos en los 

mismos.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión AMPARA Y 
PROTEGE a **** ** ***** ******** *****, contra los 

actos reclamados del Congreso del Estado y 
Gobernador Constitucional del Estado, precisados en 

el considerando segundo de la presente sentencia, por 

los motivos expuestos en el diverso noveno, y para los 

efectos precisados en el último considerando de este 

propio fallo.
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Notifíquese por medio de lista; y por oficio a 
las autoridades responsables y a la Agente del 
Ministerio Público de la Federación de la 
adscripción.

Así lo resolvió y firma la licenciada Aracely del 
Rocío Hernández Castillo, Juez Sexto de Distrito en el 

Estado, quien actúa con el licenciado Diego Alonso Ávila 

Veyna, Secretario que autoriza y da fe.

ESTA FOJA CORRESPONDE A LA ÚLTIMA 
PARTE DE LA RESOLUCIÓN DICTADA EL VEINTITRÉS DE 
JULIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, EN LOS AUTOS DEL JUICIO 
DE AMPARO 842/2026-IV. CONSTE.

Con fundamento en el artículo 27 del Acuerdo General AG-
POAJ-006/2026 del Pleno del Órgano de Administración Judicial, que 
regula la integración y trámite de expediente electrónico y el uso de 
videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos 
jurisdiccionales a cargo del propio Consejo, el suscrito Secretario hace 
constar que las evidencias criptográficas de la audiencia que antecede 
tienen una hora posterior a aquella en que se celebró, en virtud de que 
hasta ese momento lo permitieron las labores del juzgado. Doy fe.
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bb b9 62 53 98 26 db 7a 43 d8 68 f6 37 78 6c 55
31 a5 e0 5f 8e d3 f1 2d 3b a0 c4 f7 5d 97 0f e3
be 5d 68 5b 2b 88 d9 85 67 70 0d 35 c9 26 50 ca
2b 60 20 a4 a9 61 9f 41 21 39 c7 fc 14 67 7c 5b
f7 eb 3f 16 38 a4 d2 0c 98 41 8e 60 3e 59 52 be
3c e1 89 09 48 9a ee 77 c3 20 c4 a2 dd 5f b0 79
59 98 40 44 ff 93 8c 15 21 67 eb 65 72 a8 04 7e
e3 02 38 9a 5e 8c 86 2f ca 32 60 6f fa a2 03 6d
fc 6d 68 9f 20 e9 2f da 6c 49 4b 57 c3 4a ce e1
b6 ff ed 18 12 6b 7a 2d 50 5f 52 6f 85 70 be bd
3c db 28 4a 99 79 ac d1 b3 a8 e1 b5 e0 5d 48 69
66 4d 01 45 be 35 9b ab 02 06 a9 a2 8c b6 38 31
fd d1 06 fd 1d 5a d2 29 ba ff 84 c5 46 c5 4e 66

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 23/07/26 15:21:02 - 23/07/26 09:21:02

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.86.4d

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 23/07/26 15:21:02 - 23/07/26 09:21:02

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184548557

Datos estampillados: cOXJqd1MF4eMh+8dgrFDFpJhZkU=
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FIRMANTE
Nombre: ARACELY DEL ROCÍO HERNÁNDEZ CASTILLO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.3f.81 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

23/07/26 15:45:36 - 23/07/26 09:45:36 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

16 88 fb 5e 9d 4a 96 d1 ce 55 d7 a7 8e 6d 84 e8
73 d6 10 eb 5a 5c 1d 5b 09 fb fe 2a 44 9b 2c 2a
83 e8 fb 3c 44 46 fa c9 88 d8 cb c9 7d b7 96 86
e9 4b 40 af 49 9b 42 26 1d fd ab 07 5d f7 bc 5e
0b 63 a8 54 2d 1d 09 86 ac 44 c9 5d 47 b5 ac 37
f4 a9 7d c3 b5 1c 90 05 2d da a8 03 f2 fa b5 25
f0 4a 4a 59 56 0b 37 4e 65 2e c0 75 86 4e dc 21
51 d0 6f 06 c7 8e a3 3d e4 1c d5 0c 57 b6 16 a2
4c ec 36 d4 6d 4e 69 b3 ca 8a 76 4b 23 61 26 02
70 4e dc 56 e7 41 a9 22 a0 1f 7e fc 36 bf c9 c2
75 6f a0 50 8c 98 d0 c8 5a c4 e7 ba a5 9e b6 b7
ad 3b a3 2a a3 b8 f6 7e 4b 4d 8e ff 74 bb e0 c1
d0 85 0d 20 39 b3 99 74 a7 c8 eb 3c 93 0c f2 d3
53 e3 eb 45 10 50 32 e2 a9 ff ee f9 cd a2 cb a4
a7 6a ec 91 3f 6f ab e6 b8 c4 43 1d 96 fb 51 1c
3b 79 a4 f2 3e 83 bf 2f 41 2b 31 0b 02 18 14 70
2b 41 8a 82 9f d7 e5 1b bf f0 b3 74 f9 b2 ad 77
6a 28 52 0f bc fb b1 5e e6 58 e8 fb e1 04 8c 40
8e a7 c2 87 82 dc 46 42 69 98 44 d2 db 1f 5a a3
49 62 e1 18 e6 4c 26 e0 2e 74 76 7f 39 83 45 74
c3 b4 6f 84 db e3 2c 2a 13 eb 96 1b 42 f7 43 9a
b4 34 bc 86 98 12 ef 5b 94 65 39 99 26 5b 48 63
f9 ce ce 8b de 56 bd 30 36 3f 1a fb ad 34 79 98
97 12 55 d7 df 2f 26 b8 ff 3c 16 03 41 4b d8 83

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 23/07/26 15:45:36 - 23/07/26 09:45:36

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.3f.81

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 23/07/26 15:45:37 - 23/07/26 09:45:37

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184557285

Datos estampillados: KMb/l5TQvjZLGuRRau+IYN9/bhc=
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aEl veintitres de julio de dos mil veintiseis, el licenciado Diego Alonso Ávila

Veyna, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Sexto de Distrito en el
Estado de San Luis Potosí, hago constar y certifico que en esta versión
pública no existe información clasificada como confidencial o reservada en
términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública. Conste.


